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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 29 de octubre de 2025 dos mil 

veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reformar los artículos 3, fracción II, III y XXII; 9, fracción V; 

224; 225, fracción II y párrafo segundo; y 226, fracción II; y adicionar el 

artículo 57 bis, a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 

Estado de Guanajuato. 

En virtud de lo anterior, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 
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Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 7 siete de 

octubre de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 37, celebrada el 8 de octubre del año 2025, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 40, celebrada 

el 29 de octubre de 2025, se aprobó este documento en los términos 
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que más adelante se detallan; en consecuencia se conformó la actual 

opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por la Gobernadora del 

Estado Libia Dennise García Muñoz Ledo, a efecto de: 

❖ Reformar los artículos 3, fracción II, III y XXII; 9, fracción V; 224; 

225, fracción II y párrafo segundo; y 226, fracción II; y adicionar 

el artículo 57 bis, a la Ley de Responsabilidades Administrativas 

para el Estado de Guanajuato. 

 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La iniciativa presentada por la Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado constituye una acción relevante y oportuna para fortalecer el 

marco de prevención y sanción del acoso sexual en el servicio público. 

Su objetivo de incorporar esta conducta como falta administrativa 

grave en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de 

Guanajuato, responde a una preocupación legítima por proteger la 

dignidad, integridad y derechos de las personas en el ámbito laboral, 

al tiempo que promueve entornos institucionales libres de violencia y 

discriminación. En ese sentido, la propuesta se alinea con los 

compromisos internacionales asumidos por México, como la 

Convención de Belem do Pará y el Convenio 190 de la OIT, así como 
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con la tendencia de consolidar políticas públicas de igualdad 

sustantiva. 

Debe resaltarse que, a nivel federal, el tema se encuentra en una 

fase avanzada de análisis legislativo. La Comisión de Transparencia y 

Anticorrupción de la Cámara de Diputados aprobó1 por unanimidad, 

el 27 de junio de 2025, un dictamen que propone adicionar los artículos 

64 Quáter y 64 Quintus a la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, con el propósito de tipificar el acoso sexual y el 

hostigamiento laboral como faltas administrativas graves, su 

aprobación en comisión refleja un consenso nacional emergente y una 

clara dirección hacia la armonización del régimen de 

responsabilidades con perspectiva de género y derechos humanos. 

La propuesta de la Gobernadora reafirma una conducta ya 

reconocida en instrumentos internacionales y federales, y contribuye a 

visibilizar un problema estructural que exige respuesta institucional 

coordinada. 

Por tanto, desde una perspectiva de política pública y de 

progresividad de derechos, la propuesta puede considerarse 

jurídicamente viable, en la medida en que no trastoca los fundamentos 

del sistema general ni redefine las competencias de los órganos de 

 

1 https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/comision-

aprobo-por-unanimidad-reformas-sobre-acoso-sexual-y-hostigamiento-laborales-en-el-

servicio-publico  

https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/comision-aprobo-por-unanimidad-reformas-sobre-acoso-sexual-y-hostigamiento-laborales-en-el-servicio-publico
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/comision-aprobo-por-unanimidad-reformas-sobre-acoso-sexual-y-hostigamiento-laborales-en-el-servicio-publico
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/comision-aprobo-por-unanimidad-reformas-sobre-acoso-sexual-y-hostigamiento-laborales-en-el-servicio-publico
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control o sanción. Su aprobación reforzaría la política estatal en 

materia de prevención del acoso sexual, anticipando una 

armonización con la reforma federal en curso y reafirmando el 

compromiso del Estado de Guanajuato con la construcción de 

entornos laborales seguros, igualitarios y respetuosos de la dignidad 

humana. 

IV. INTRODUCCIÓN. 

 

El acoso sexual es: “cualquier comportamiento —físico o verbal— 

de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de 

atentar contra la dignidad de una persona; en particular, cuando se 

crea un entorno laboral intimidatorio, degradante u ofensivo”, de 

acuerdo con la Guía para la intervención con hombres sobre el acoso 

sexual en el trabajo y la masculinidad sexista, OIT, 2014. La definición 

del Protocolo para la Prevención, Atención y Sanción del 

Hostigamiento Sexual y Acoso Sexual en México agrega los siguientes 

elementos: se considera una forma de violencia que conlleva un 

ejercicio abusivo de poder, aunque no haya subordinación de la 

víctima; coloca a la víctima en un estado de indefensión o de riesgo; y 

se concreta en uno o varios eventos. 

Las manifestaciones del acoso sexual obedecen a dos situaciones 

cuya especificidad evidencia el objetivo del mismo: 

El chantaje sexual o quid pro quo: (en latín: “algo a cambio de 

algo”), es el que se produce verbal, no verbal o físico de naturaleza 

sexual u otro comportamiento basado en el sexo, que afecta la 
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dignidad de las personas, el cual es no deseado, irrazonable y ofensivo 

para el destinatario; el rechazo de una persona, o la sumisión a ella, 

siendo este comportamiento utilizado, explícita o implícitamente, 

como el fundamento de una decisión que afecta el trabajo de esa 

persona, conforme con Acoso sexual en el trabajo y masculinidad, OIT, 

2013.  

Se encuentran dentro de los compromisos de índole internacional 

o regional que México ha adquirido en la materia que nos ocupa, los 

siguientes artículos: artículo 2° de la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 

(Convención de Belem Do Para), ratificada por el Estado mexicano el 

19 de junio de 1998, en cuyo texto se establece que se entenderá que 

violencia contra las mujeres incluye la violencia física, sexual y 

psicológica que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o 

en cualquier otra relación interpersonal, en el lugar de trabajo, así 

como en instituciones educativas, o cualquier otro lugar, y sea 

perpetrada o tolerada por las instituciones educativas y 

gubernamentales o sus agentes, dondequiera que ocurra.  

 

V. CONTENIDO DE LA INICIATIVA: 

 

La iniciativa materia de análisis propone: Reformar los artículos 3, 

fracción II, III y XXII; 9, fracción V; 224; 225, fracción II y párrafo 

segundo; y 226, fracción II; y adicionar el artículo 57 bis, a la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato 
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La presente iniciativa tiene por objeto realizar diversas 

modificaciones a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 

Estado de Guanajuato, con la finalidad de establecer el acoso sexual 

como una falta administrativa grave, cuando esta sea cometida por 

una persona servidora pública. La propuesta busca que estas 

conductas sean sancionadas conforme al procedimiento previsto en 

la propia ley, a través de la Sala Especializada en Materia de 

Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, fortaleciendo así los 

mecanismos de prevención, investigación y sanción de conductas 

que atenten contra la dignidad, integridad y derechos de las personas 

dentro del servicio público. 

 

Asimismo, la iniciativa contempla adecuaciones terminológicas 

derivadas de la reforma publicada en el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado el 17 de septiembre de 2024, mediante la cual se modificó 

la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato. En 

dicho decreto —artículo sexto transitorio— se estableció que las 

referencias a la Secretaría de la Transparencia y Rendición de Cuentas 

se entenderán efectuadas a la Secretaría de la Honestidad, por lo que 

la iniciativa actual incorpora esta actualización normativa para 

mantener congruencia institucional y garantizar la correcta 

armonización del marco jurídico estatal con la nueva estructura 

orgánica del Poder Ejecutivo. 
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TEXTO ACTUAL PROPUESTA DE REFORMA 

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se 
entenderá por: 
 
I. Auditoría Superior: La 

Auditoría Superior del Estado; 
 
II. Autoridad investigadora: La 

autoridad en la Secretaría de la 
Transparencia y Rendición de 
Cuentas, los Órganos internos 
de Control, la Auditoría Superior 
del Estado, encargada de la 
investigación de faltas 
administrativas; 

 
III. Autoridad substanciadora: La 

autoridad en la Secretaría de la 
Transparencia y Rendición de 
Cuentas, los Órganos Internos 
de Control, la Auditoría Superior 
del Estado que, en el ámbito de 
su competencia, dirigen y 
conducen el procedimiento de 
responsabilidades 
administrativas desde la 
admisión del Informe de 
presunta responsabilidad 
administrativa y hasta la 
conclusión de la audiencia 
inicial. La función de la Autoridad 
substanciadora, en ningún caso 
podrá ser ejercida por una 
Autoridad investigadora; 

 
IV a XXI.... 
 
XXII. Expediente de presunta 
responsabilidad administrativa: El 
expediente derivado de la investigación 
que las Autoridades Investigadoras 
realizan en sede administrativa, al tener 
conocimiento de un acto u omisión 
posiblemente constitutivo de Faltas 
administrativas; 

«Articulo 3. Para efectos de...  
 
I…. 
 
 
II. Autoridad investigadora: La 
autoridad en la Secretaría de la 
Honestidad, los Órganos internos de 
Control, la Auditoría Superior del 
Estado, encargada de la investigación 
de faltas administrativas;  
 
III. Autoridad substanciadora: La 
autoridad en la Secretaría de la 
Honestidad, los Órganos Internos de 
Control, la Auditoría Superior del 
Estado que, en el ámbito de su 
competencia, dirigen y conducen el 
procedimiento de responsabilidades 
administrativas desde la admisión del 
Informe de presunta responsabilidad 
administrativa y hasta la conclusión de 
la audiencia inicial. La función de la 
Autoridad substanciadora, en ningún 
caso podrá ser ejercida por una 
Autoridad investigadora; 
 
IV a XXI.... 
 
XXII. Secretaría: La Secretaría de la 
Honestidad del Poder Ejecutivo; 
 
 
 
 
 
 
XXII a XXV. ... 
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XXII a XXV. ... 
 

Artículo 9. En el ámbito de su 
competencia, serán autoridades 
facultadas para aplicar la presente Ley: 
 
 
V.Tratándose de las responsabilidades 
administrativas de los Servidores 
Públicos del poder judicial, será 
competente para investigar e imponer 
las sanciones que correspondan, el 
consejo del poder judicial, de acuerdo a 
lo previsto en el artículo 83 de la 
Constitución. Lo anterior, sin perjuicio 
de las atribuciones de la Auditoría 
Superior del Estado, en materia de 
fiscalización sobre el manejo, la 
custodia y aplicación de recursos 
públicos. 
 
 

Artículo 9. En el ámbito... 
 
I a IV 
 
 
V. Tratándose de las responsabilidades 
administrativas de los Servidores 
Públicos del poder judicial, será 
competente para investigar e imponer 
las sanciones que correspondan, la 
instancia que señale la Constitución 
Política para el Estado, y la ley orgánica 
de dicho poder. Lo anterior, sin perjuicio 
de las atribuciones de la Auditoría 
Superior del Estado, en materia de 
fiscalización sobre el manejo, la 
custodia y aplicación de recursos 
públicos. 

Sin correlativo Artículo 57 bis. Comete acoso sexual 
quien, con fines sexuales o de lujuria, y, 
asedie y produzca desventaja, 
indefension o riesgo inminente para la 
persona servidora pública, 
independientemente de que el 
comportamiento ocurra en uno o varios 
eventos, incluso si no existe una 
relación de subordinación. Se 
equiparan a la falta administrativa de 
acoso sexual, independiente de que 
exista o no reiteración, las conductas 
que lleve a cabo la persona servidora 
pública que: Realice o pretenda realizar 
actos que impliquen violencia sexual 
hacia otra persona servidora pública; 
Realice o pretenda realizar actos de 
violencia sexual hacia otra persona que 
no sea servidora pública pero 
valiéndose de su empleo, cargo o 
comisión en la administración pública; 
Permita, tolere o facilite la realización 
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de conductas de acoso sexual, así 
como cualquiera de las referidas en el 
presente artículo; Grabe, reproduzca, 
fije, publique, ofrezca, almacene, 
exponga, envíe, transmita, importe o 
exporte de cualquier forma, imágenes, 
texto, sonidos o la voz, de una persona 
sea servidora pública o no, en forma 
directa, informática, audiovisual, visual 
o por cualquier otro medio, sin 
consentimiento y con propósitos de 
lujuria o erótico sexuales; y 
 
V. Realice o pretenda realizar actos que 
impliquen violencia sexual hacia otra 
persona, haciendo uso de su posición 
jerárquica, perteneciendo a una 
institución educativa pública y teniendo 
el carácter de personal docente o 
administrativo, sea cual sea la 
naturaleza de su función. 

Artículo 224. Las sanciones 
económicas impuestas por el Tribunal 
constituirán créditos fiscales a favor de 
la Hacienda Pública estatal o municipal, 
o del patrimonio de los entes públicos, 
según corresponda. Dichos créditos 
fiscales se harán efectivos mediante el 
procedimiento administrativo de 
ejecución, por la Secretaría de 
Finanzas, Inversión y Administración o, 
en su caso, por las tesorerías 
municipales según corresponda a la 
que será notificada la resolución 
emitida por el Tribunal. 
 

Artículo 224. Las sanciones 
económicas impuestas por el Tribunal 
constituirán créditos fiscales a favor de 
la Hacienda Pública estatal o municipal, 
o del patrimonio de los entes públicos, 
según corresponda. Dichos créditos 
fiscales se harán efectivos mediante el 
procedimiento administrativo de 
ejecución, por la Secretaría de 
Finanzas O en su caso, por las 
tesorerías municipales según 
corresponda a la que será notificada la 
resolución emitida por el Tribunal. 

Artículo 225. Cuando haya causado 
ejecutoria una sentencia en la que se 
determine la plena responsabilidad de 
un servidor público por Faltas 
administrativas graves, el Magistrado, 
sin que sea necesario que medie 
petición de parte y sin demora alguna, 
girará oficio por el que comunicará la 
sentencia respectiva así como los 

Artículo 225. Cuando haya causado...  
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puntos resolutivos de esta para su 
cumplimiento, de conformidad con las 
siguientes reglas: 
 
I. Cuando el servidor público haya 

sido suspendido, destituido o 
inhabilitado, se dará vista a su 
superior jerárquico y a la 
Secretaría, y 

 
II. Cuando se haya impuesto una 

indemnización y/o sanción 
económica al responsable, se 
dará vista al Servicio de 
Administración Tributaria o a la 
Secretaría de Finanzas, 
Inversión y Administración. 

 
 
 
 
 
En el oficio respectivo, el Tribunal 
prevendrá a las autoridades señaladas 
para que informen, dentro del término 
de diez días, sobre el cumplimiento que 
den a la sentencia en los casos a que 
se refiere la fracción I de este artículo. 
En el caso de la fracción II, la Secretaría 
de Finanzas, Inversión y Administración 
informará al Tribunal una vez que se 
haya cubierto la indemnización y la 
sanción económica que corresponda. 
 

 
 
 
 
I.  
 
 
 
 
 
II. Cuando se haya impuesto una 
indemnización y/o sanción económica 
al responsable, se dará vista al Servicio 
de Administración Tributaria o a la 
Secretaría de Finanzas. En el oficio 
respectivo, el Tribunal prevendrá a las 
autoridades señaladas para que 
informen, dentro del término de diez 
días, sobre el cumplimiento que den a 
la sentencia en los casos a que se 
refiere la fracción  de este artículo.  
 
En el caso de la fracción lI, la Secretaría 
de Finanzas, informará al Tribunal una 
vez que se haya cubierto la 
indemnización y la sanción económica 
que corresponda. 

Artículo 226. Cuando haya causado 
ejecutoria una sentencia en la que se 
determine la comisión de Faltas de 
particulares, el Tribunal, sin que sea 
necesario que medie petición de parte y 
sin demora alguna, girará oficio por el 
que comunicará la sentencia respectiva 
así como los puntos resolutivos de esta 
para su cumplimiento, de conformidad 
con las siguientes reglas: 
 

Artículo 226. Cuando haya causado...  
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I. Cuando el particular haya sido 
inhabilitado para participar con 
cualquier carácter en 
adquisiciones, arrendamientos, 
servicios u obras públicas, el 
Tribunal ordenará su publicación 
en el Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado, y 

 
II. Cuando se haya impuesto una 

indemnización y/o sanción 
económica al responsable, se 
dará vista (sic) la Secretaría de 
Finanzas, Inversión y 
Administración. 

 

l.  
 
 
 
 
 
 
 
 
II. Cuando se haya impuesto una 
indemnización y/o sanción económica 
al responsable, se dará vista a la 
Secretaría de Finanzas.» 

 

VI. COMENTARIOS PARTICULARES 

 

❖ Sobre la homologación normativa y la actualización de 

denominaciones institucionales [Reformar los artículos 3, fracción II, III 

y XXII; 9, fracción V] 

La iniciativa acierta al incorporar ajustes en la denominación de 

diversas dependencias del Poder Ejecutivo, derivadas de la reforma 

publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 17 de 

septiembre de 2024, mediante la cual la Secretaría de la Transparencia 

y Rendición de Cuentas adoptó la nueva denominación de Secretaría 

de la Honestidad. Esta adecuación resulta pertinente, pues asegura la 

armonización del marco legal estatal con la estructura orgánica 
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vigente y evita posibles discrepancias interpretativas entre leyes 

sustantivas y disposiciones reglamentarias. 

Además, la actualización contribuye a mantener la coherencia 

institucional y refuerza el principio de legalidad administrativa, al reflejar 

con precisión las competencias y atribuciones que actualmente ejerce 

dicha Secretaría. Si bien se trata de un cambio de naturaleza formal, la 

medida coadyuva a garantizar que las referencias normativas sean 

consistentes con la nueva organización del Poder Ejecutivo, facilitando 

su aplicación práctica por parte de los órganos de control y 

fiscalización. 

En ese sentido, puede estimarse que la propuesta resulta 

jurídicamente viable y de adecuada técnica legislativa, toda vez que 

no introduce alteraciones sustantivas al régimen de responsabilidades 

ni modifica los procedimientos establecidos en la Ley. Por el contrario, 

la reforma fortalece la claridad normativa y la certeza institucional, en 

congruencia con el proceso de modernización administrativa 

impulsado en el Estado. 

 

❖ Sobre la adición del artículo 57 Bis (acoso sexual como falta 

administrativa grave). 

La propuesta de adicionar el artículo 57 Bis para tipificar el acoso 

sexual como falta administrativa grave cuando sea cometido por 

personas servidoras públicas responde a una necesidad impostergable 

de política pública: garantizar entornos laborales libres de violencia, 
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proteger la dignidad e integridad de las personas y fortalecer la 

confianza en las instituciones. El texto proyectado visibiliza conductas 

concretas —incluida la ausencia de exigencia de subordinación y 

supuestos equiparados— que, en la práctica, han quedado 

insuficientemente cubiertas por figuras genéricas. 

Desde la perspectiva del sistema de responsabilidades, el diseño 

propuesto ofrece claridad operativa: delimita el tipo administrativo, 

prevé supuestos equiparados (grabación o difusión no consentida con 

fines sexuales; tolerancia o facilitación de conductas), y conecta su 

conocimiento con la Sala Especializada del Tribunal, sin alterar las 

reglas procesales ni los órganos competentes ya establecidos en la 

legislación local. Ello robustece la prevención y la sanción, sin 

reconfigurar el entramado orgánico-funcional del sistema. 

Es importante reconocer la experiencia reciente: ante la ausencia 

de un tipo expreso, estas conductas se han intentado encuadrar en 

“abuso de funciones”. Sin embargo, la clasificación de faltas graves en 

la Ley General respondió al enfoque anticorrupción de la reforma de 

2015 y no contempló —de forma explícita— el acoso/hostigamiento 

sexual. La propuesta local atiende justamente esa zona gris: configura 

un tipo específico para conductas que lesionan gravemente derechos 

y el buen servicio público, evitando soluciones forzadas o 

interpretaciones extensivas que generan incertidumbre. 

Adicionalmente, el contexto nacional apunta hacia la misma 

dirección. El 27 de junio de 2025, la Comisión de Transparencia y 

Anticorrupción de la Cámara de Diputados aprobó por unanimidad un 
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dictamen para adicionar a la Ley General los artículos 64 Quáter 

(acoso sexual) y 64 Quintus (hostigamiento), con definiciones que 

distinguen la existencia —o no— de subordinación, su avance en 

comisión revela un consenso legislativo emergente y refuerza la 

razonabilidad técnica de incorporar estas conductas al régimen de 

faltas graves. 

A la luz de ese proceso federal, la adición propuesta en la ley 

estatal se aprecia como un esfuerzo de alineación sustantiva que no 

pretende innovar en contra del marco general, sino anticipar y 

acompasar una reforma que ya se discute a nivel nacional. 

La propuesta de adicionar el artículo 57 Bis para tipificar el acoso 

sexual como falta administrativa grave refleja una visión de Estado 

comprometida con la erradicación de toda forma de violencia en el 

servicio público. La iniciativa presentada por la Gobernadora 

constituye un avance sustantivo en la construcción de instituciones más 

seguras, éticas y humanas, al reconocer que el acoso sexual no solo 

atenta contra la dignidad individual de las víctimas, sino que también 

debilita la confianza en las instituciones públicas y obstaculiza la 

igualdad real de oportunidades en el empleo gubernamental. 

Su contenido armoniza con los principios establecidos en el 

Convenio 190 de la Organización Internacional del Trabajo, que define 

la violencia y el acoso como violaciones a los derechos humanos y 

obliga a los Estados a adoptar medidas de prevención, sanción y 

reparación. La amplitud con la que la iniciativa estatal identifica las 

conductas sancionables —incluyendo aquellas cometidas sin relación 
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jerárquica— refleja un entendimiento moderno del fenómeno, acorde 

con la visión integral de la OIT que abarca tanto espacios físicos como 

virtuales, y reconoce la especial vulnerabilidad de las mujeres en 

entornos laborales dominados por jerarquías institucionales. 

La reforma propuesta también se inserta en la corriente de 

interpretación impulsada por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos2 y la Suprema Corte de Justicia de la Nación3, orientada a 

juzgar con perspectiva de género y garantizar entornos laborales libres 

de discriminación. Al establecer sanciones firmes para quienes abusen 

de su posición, la iniciativa contribuye a eliminar los obstáculos que 

históricamente han limitado el acceso de las mujeres al trabajo público 

en condiciones de igualdad, asegurando que ninguna persona deba 

ejercer sus funciones bajo miedo, coerción o violencia. 

Asimismo, la iniciativa en análisis reconoce que la erradicación del 

acoso sexual es una condición indispensable para la justicia social y la 

gobernabilidad democrática. En este sentido, la iniciativa trasciende el 

plano sancionador para consolidarse como una herramienta de 

 

2 La atención de la CoIDH se ha centrado en el tema de la violencia de género y 

acceso de las víctimas de violencia a la justicia. Tramontana, E. (2011). Hacia la 

consolidación de la perspectiva de género en el Sistema Interamericano: avances y desafíos 

a la luz de la reciente jurisprudencia de la Corte de San José, Revista IIDH, (53), 141-18. 

Recuperado de: https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26677.pdf.  

3 Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, Primera edición, noviembre de 

2020, Dirección General de Derechos Humanos de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, página 121. 

 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26677.pdf
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prevención y cultura institucional, al incorporar expresamente 

supuestos que abarcan conductas digitales, audiovisuales o de 

divulgación no consentida de contenido íntimo, aspectos que hoy 

representan un desafío real en la administración pública moderna. 

La propuesta de la iniciativa presentada por la Gobernadora 

también debe reconocerse como una herramienta de justicia social, al 

contribuir indirectamente a combatir la violencia económica, 

entendida —conforme a la CEDAW— como aquellas acciones u 

omisiones que afectan la autonomía, seguridad o subsistencia de las 

mujeres. Al garantizar que las servidoras públicas puedan 

desempeñarse en espacios laborales libres de acoso o intimidación, se 

fortalecen las condiciones para su permanencia y desarrollo 

profesional, asegurando que el acceso al empleo público sea un 

medio de empoderamiento y no una fuente de miedo o desigualdad. 

De esa manera, la reforma propuesta no solo tutela la integridad 

física y moral de las personas trabajadoras, sino que también protege 

su autonomía económica, al eliminar uno de los principales factores 

que impide a muchas mujeres sostener sus carreras o acceder a 

posiciones de liderazgo dentro de la administración pública. En este 

sentido, la iniciativa se alinea con los objetivos del Convenio 190 de la 

OIT y con las obligaciones derivadas de la Convención de Belem do 

Pará, que obligan a los Estados a erradicar la violencia en el ámbito 

laboral y a promover entornos donde las mujeres puedan trabajar y 

progresar en condiciones de igualdad sustantiva y seguridad. 
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Así, la propuesta no solo representa una reforma técnica en 

materia de responsabilidades administrativas, sino una acción 

transformadora con profundo impacto social. Al incorporar el acoso 

sexual como falta administrativa grave, el Estado de Guanajuato envía 

un mensaje claro de protección integral, asegurando que el servicio 

público sea un espacio de dignidad, respeto y desarrollo personal, 

donde las mujeres puedan ejercer su derecho al trabajo y a la 

independencia económica sin temor, consolidando una política 

pública ejemplar a nivel nacional. 

❖ Sobre las adecuaciones a los artículos 224, 225 y 226 (Secretaría 

de Finanzas, SATEG y tesorerías municipales). 

Las reformas propuestas a los artículos 224, 225 y 226 tienen por 

objeto actualizar las referencias institucionales relativas a la Secretaría 

de Finanzas y a las tesorerías municipales como instancias encargadas 

de ejecutar las sanciones económicas impuestas por el Tribunal de 

Justicia Administrativa. Estas precisiones son congruentes con la 

estructura administrativa vigente y buscan asegurar la correcta 

efectividad de las sentencias, en particular en lo que respecta a la 

recuperación de créditos fiscales derivados de responsabilidades 

administrativas. 

 

El ajuste normativo es de naturaleza operativa y técnica, pues no 

altera las competencias sustantivas del Tribunal ni las facultades del 

Sistema de Administración Tributaria del Estado de Guanajuato 
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(SATEG). Por el contrario, contribuye a fortalecer la coordinación 

interinstitucional entre los órganos resolutores y las dependencias 

encargadas de la ejecución, garantizando que las sanciones 

económicas se traduzcan en ingresos efectivamente recuperables 

para las haciendas públicas estatal o municipales, conforme a la 

legislación fiscal aplicable. 

En ese sentido, las reformas resultan jurídicamente viables y 

deseables, dado que perfeccionan la redacción de los artículos sin 

introducir cambios de fondo al régimen de responsabilidades. Su 

aprobación dotará de mayor claridad procedimental y certeza 

administrativa a las autoridades ejecutoras, al eliminar ambigüedades 

sobre la instancia competente para hacer efectivas las sanciones. Se 

trata, en suma, de una adecuación coherente con la lógica de 

simplificación y modernización administrativa que orienta la iniciativa 

en su conjunto. 

CONCLUSIONES: 

La iniciativa analizada representa un esfuerzo valioso y 

socialmente relevante por parte de la titular del Poder Ejecutivo del 

Estado, al buscar fortalecer el marco jurídico en materia de 

responsabilidades administrativas y visibilizar una problemática que 

afecta la integridad y dignidad de las personas en el servicio público. 

La propuesta de tipificar el acoso sexual como falta administrativa 

grave, junto con las adecuaciones institucionales relativas a la 

Secretaría de la Honestidad y a las disposiciones de ejecución fiscal, 

denotan una intención legítima de modernizar el sistema estatal de 
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responsabilidades, promover entornos laborales libres de violencia y 

reforzar la transparencia y la rendición de cuentas. 

La propuesta de iniciativa presentada por la Gobernadora del 

Estado representa un paso histórico en la consolidación de un servicio 

público ético, incluyente y comprometido con la dignidad humana. Su 

visión para reconocer el acoso sexual como falta administrativa grave 

coloca a Guanajuato a la vanguardia nacional en materia de 

integridad pública, protección de derechos humanos y perspectiva de 

género. Esta propuesta no solo moderniza el marco normativo local, 

sino que refleja sensibilidad social y un profundo compromiso con la 

construcción de espacios laborales donde prevalezca el respeto, la 

equidad y la seguridad para todas las personas. 

Al promover una reforma con enfoque de derechos y armonía 

institucional, se reafirma que la función pública debe ejercerse con 

integridad y empatía, y que la igualdad sustantiva no es un ideal 

distante, sino una política tangible que transforma realidades.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 


